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SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene al agrado de recibir a integrantes del Sindicato Único de la Administración Nacional de 
Puertos; a su Presidente, señor Carlos Ures; al Secretario General, señor Ricardo Suárez; y a miembros del 
Comité Ejecutivo, señores Roberto Fontes y Alvaro Llanes. 


Entendemos las preocupaciones del Sindicato -casi siempre estamos en sintonía con estos temas- y 
consideramos muy importante su presencia para interiorizarnos de los asuntos relativos al puerto de 
Montevideo, y tal vez no solo de este. 


SEÑOR URES.- En primer término, queremos expresar nuestro agradecimiento a quienes conforman 
la Comisión, por haber dispuesto de tiempo para escucharnos. Estamos sumamente agradecidos, no 
solamente de parte del sindicato sino de los trabajadores afiliados al sindicato portuario; estamos en 
un proceso de unificación de la actividad privada y la pública en un solo sindicato. 


En segundo lugar, queremos mencionar muy gráficamente que nuestro espíritu no es ir en contra de ninguna 
disposición de este nuevo Directorio ni de lo que se trasunte en el Parlamento. Para nosotros es sumamente 
importante aclarar que para nuestros trabajadores es fundamental abrir la expectativa de un alerta que 
visualizamos desde la óptica de nuestro sindicato con respecto a toda la actividad portuaria, inmersa en una 
cantidad de situaciones que desarrollará oportunamente nuestro Secretario General del Sindicato. Nosotros 
queremos compartir con ustedes nuestra visión, sabiendo que puede haber situaciones en las cuales estén de 
acuerdo y otras en las cuales tengan opiniones en contrario. 


De todos modos, queremos recalcar que creemos que nuestro análisis es claro y que va hacia el mejoramiento 
de un país productivo y de un puerto que realmente otorgue beneficios a todos y no a unos pocos. 


SEÑOR SUÁREZ.- La preocupación de los trabajadores gira en torno a la situación que se viene 
dando en la ANP con una de las empresas que hoy tiene a su cargo el manejo de la terminal de 
contenedores del puerto de Montevideo. Estamos hablando del contrato que tiene la ANP con TCP. 


Como todos ustedes saben, tenemos una concesión para el manejo de la terminal de contenedores -mediante 
el mecanismo de subasta- por treinta años. 


Si bien esto hoy ya no es cuestionado, es bien sabido que el sindicato en su momento cuestionó este tipo de 
concesión, este tipo de remate y de subasta pública, en el entendido de que había otras alternativas que 
garantizaban el mejor resultado de la operativa y del negocio portuario. Esto no fue así, y las partes hicieron 
lo que tuvieron que hacer. Nosotros intentamos que la ciudadanía resolviera el tema, pero algunas 
condicionantes llevaron a que no se llegara en tiempo y forma con las firmas; por lo tanto, no prosperó la 
intención del sindicato de plebiscitar lo que para nosotros era este mal negocio de la terminal de 
contenedores. Pero la realidad indica que tenemos una empresa trabajando en el puerto de Montevideo y 
sabemos que los trabajadores y el sindicato que los representa están preocupados por la situación que allí se 
genera; hoy las preocupaciones tal vez sean otras. 


Antes de entrar en detalle, queremos recalcar algunos aspectos. Estamos preocupados por los trabajadores de 
la Terminal Cuenca del Plata, por la situación de los trabajadores de la Administración Pública y, 
básicamente, por el daño que se está haciendo al negocio portuario en su conjunto que va a redundar, por 
supuesto, en los trabajadores. Este no es el único aspecto, pero es algo que nos preocupa mucho. 


Hace unos días escuchamos -y salió en la prensa-, a nuestro entender con mucha rimbombancia, que la 
Terminal Cuenca del Plata hacía públicamente -en el Radisson Victoria Plaza Hotel- la presentación de lo que 
ellos denominaban nuevas inversiones en la terminal de contenedores, a través de un proyecto de extensión 
del muelle de escala, ampliación de la playa de contenedores, obras de infraestructura conexas e 
incorporación de equipos. Esta es la primera cuestión que nos preocupa y queremos trasladarlo al 
Parlamento; también se lo hemos trasladado a la empresa y al Directorio de la ANP. 


Entendemos que se está haciendo un mal manejo de la opinión pública; tal vez no sea la intención pero, en 
cierto modo, se la está engañando cuando se presenta de esta forma lo que para nosotros son irregularidades. 


En ese sentido, el Presidente del sindicato decía: "Nosotros no estamos cuestionando la negociación. 
Creemos que estamos ante un hecho consumado. El Directorio tal vez haya hecho lo correcto o tal vez no, 
pero encaró un tema, lo llevó adelante y los resultados están a la vista". Lo cierto es que la Comisión venía 
escuchando voces de la ANP, que marcaban una preocupación cada vez más acuciante en cuanto a la 
necesidad de contar con los muelles de agua profunda que, sin duda, precisa el puerto de Montevideo. En ese 
sentido, había dos proyectos: uno era de la Terminal TCP, y el otro, el muelle C, que está proyectando la 
ANP. 


Vamos a lo que es el engaño a la opinión pública y al conjunto de la ciudadanía. Entendemos que uno puede 
llegar a una negociación porque hay una irregularidad, un incumplimiento, porque no se llegó a los plazos o 
porque los números no dan, pero no se puede poner esto de la manera que se lo presenta frente a la opinión 
pública. Poniéndonos en el lugar de un simple espectador que no conoce los temas portuarios, no se le puede 
trasmitir esto haciendo ver que una empresa exitosa, en un hotel, rodeado de autoridades y de prensa en 
general, presentó lo que para nosotros es un incumplimiento de los contratos vigentes. Este es el primer error 
y engaño que decimos se está haciendo a la ciudadanía en su conjunto. 


Trajimos lo que salió en la prensa, más allá de la presentación de TCP en un folleto muy costoso, con papel 
satinado, etcétera, más los gastos de la presentación del hotel y demás, brindis de por medio; todo lo que nos 
imaginamos que debe tener esa presentación. "El Observador" recogió: "TCP amplía sus muelles de 
Montevideo.- Grandes Inversiones de TCP". "La República" dispuso: "Terminal Cuenca del Plata invierte 
US$ 70 millones en el Puerto de Montevideo" y más adelante habla de una gestión exitosa. "El País" tituló: 
"Ampliación en el Puerto de Montevideo" y también lo mencionan como una cuestión exitosa. 


Por lo menos, para nosotros esto no está claro y no hemos escuchado -tal vez me digan que sí sucedió y les 
tendré que creer- al Gobierno, y tampoco a los Parlamentarios, a la Comisión de Transporte, a la ANP y a los 
Directores de TCP hacer referencia al hecho de que acá, en definitiva, había un contrato, cuestionado en su 
momento por los trabajadores y parte de la Izquierda en su conjunto que aprobaron en aquel momento la 
iniciativa contra ese tipo de concesión. Lo cierto es que esa denuncia que hicimos en su momento hoy se ha 
confirmado. TCP tenía que cumplir algunas obligaciones por ese contrato, algunas a corto plazo y otras a 
mediano o largo plazo. En la ANP se venía diciendo que TCP no iba a cumplir. Todos presentíamos que las 
obras de extensión del muelle de la terminal de contenedores no iban a estar prontas si no se iniciaban en el 
plazo establecido por el Decreto N” 137. Dicho Decreto determina que TCP, en ejercicio del derecho de uso, 
debería realizar la extensión para el segundo puesto de atraque de la terminal de contenedores en un plazo de 
seis años de iniciada su gestión o, en su defecto, al alcanzar los 150.000 movimientos de contenedores. Todos 
sabemos que una obra de estas características no se hace en seis ni en doce meses. Al día de hoy, más allá de 
los anuncios, de contrataciones y de inversiones de US$ 70:000.000, no tenemos ni un movimiento claro que 
nos dé a nosotros, los trabajadores, un indicio de que esas obras serán hechas en 2007. 


Otro de los requerimientos de la Terminal Cuenca del Plata para su gestión era que debería estar presentando 
en estos plazos la puesta en marcha de una tercera grúa pórtico y, en este caso, una nueva grúa pórtico, tal 
como lo establece el Decreto N* 137. Tampoco vemos algún movimiento en ese sentido. En esa presentación 
-a la que no concurrimos porque los trabajadores no fuimos invitados-, por lo que vimos en la prensa, se 
escuchó lo que hasta ahora podía ser una presunción, pero ya dicha en forma de certeza, lo que para nosotros 
constituye la primera falta y entendemos que alguien debería actuar sobre ella. TCP anuncia públicamente - 
con bombos y platillos, decimos nosotros- que las obras serán finalizadas en diciembre de 2008 y anuncia 
que no va a traer una grúa nueva sino dos usadas. De más está decir que se podría debatir si es mejor traer 
dos grúas usadas que una o tres nuevas. Lo que decimos nosotros es que acá hay un contrato que esa empresa 
suscribió y aceptó en su momento. 


Lo más grave es la instalación o no de un muelle. TCP tenía que hacer un muelle de doscientos veinte metros 
de frente; hoy nos anuncia que será de trescientos treinta metros. O sea que nos anuncia cosas en lo que a esta 
altura nosotros llamamos "una tomada de pelo", es decir, más y mejores obras, más y mejores grúas, pero no 
cumplió en tiempo y forma con lo que tenía que cumplir y puso en riesgo a toda la actividad portuaria. 


El puerto ha gastado muchos millones de dólares en dragados. Está iniciando procesos para llevar dichos 
dragados a las profundidades requeridas por esos muelles que se están proyectando. Estamos gastando 
muchas horas-hombre, mucha capacidad, mucha discusión en torno al futuro puerto. Estamos gastando 
mucha plata en "marketing", que está bien gastada, proyectando una actividad portuaria en un puerto "hub", 
un puerto de distribución. Como participamos en las coordinadoras que se dan en la Administración Nacional 
de Puertos con todos los actores privados, presenciamos los llamados de atención reiterados del Centro de 
Navegación y de las empresas operadoras privadas hacia la Administración pública por el retraso de algunos 
de los proyectos que tenía la ANP en carpeta, pero no escuchamos alarma de ningún operador en torno a esta 
demora. Esperamos que si hay una contrapartida con el Directorio de la ANP, se le pregunte si la empresa 
tiene o no dudas de llegar a los movimientos de carga establecidos también en este decreto que, como ustedes 
saben, fija un cronograma de movimientos a ir cumpliendo a través de los años. Por ejemplo, este año 
tendríamos que estar en ciento cuarenta mil movimientos de contenedores y podemos decir que la empresa 
llegó raspando. Nosotros tenemos alguna duda que trasmitimos. No sabemos si la empresa no llegó porque 
sorpresivamente alguna de las cargas que hacían en TCP se derivaron hacia la otra parte del puerto, que es la 
terminal polivalente manejada por Montecom, atendiendo que en el decreto también había otro argumento 
que decía que -yo lo mencionaba hoy- si se llegaba a un movimiento de ciento cincuenta mil contenedores 
también tenía que ejecutarse la extensión del muelle. Puede haber mil razonamientos; nosotros aportamos 
uno. Entendemos que tal vez acá haya un acuerdo entre empresas -no lo cuestionamos- por el cual cuando 
una empresa tiene las cargas para llegar a esos ciento cincuenta mil contenedores, los moviliza hacia otro 


sector del puerto. Si esto no es así, nos empiezan a quedar dudas respecto a si la empresa va a llegar a los 
requerimientos que siguen en los sucesivos años, dadas las proyecciones que se hacen. 


Extraoficialmente podemos decir -han llegado versiones al sindicato- que la empresa ha manifestado en 
reiteradas ocasiones en reuniones con el Directorio que no estaría tan consciente de que se llegara a esos 
movimientos, cosa contraria a lo que se dice acá, donde se hacen proyecciones muy auspiciosas. ¿Qué 
significaría eso? Que las obras no se harían. Para el Estado sería un gran problema, porque estaríamos 
retrasando todas las proyecciones portuarias, todas las inversiones hechas, todo el trabajo de los uruguayos en 
conjunto. Por su parte, para los trabajadores representaría un grave riesgo. Al comienzo decíamos que 
nosotros no estamos cuestionando para destruir a una empresa; estamos preocupados porque avizoramos que 
en cualquier momento esta empresa nos deja colgados, con los trabajadores en la calle y con el negocio 
portuario hipotecado. 


En síntesis, a nosotros también nos parece la oportunidad de reflexionar al respecto. Los Diputados que 
reiteradamente nos han visto pasar por el Parlamento sabrán que el accionar del sindicato portuario ha 
tendido a contribuir al negocio portuario y a advertir algunas cuestiones que iban a pasar. Nosotros somos 
críticos de todos los uruguayos. Se dice una cantidad de cosas y luego pasa el tiempo y nadie las comprueba; 
solo se comprueban aquellas cosas que los sectores políticos quieren resaltar en función de sus intereses 
legítimos. Entonces, constantemente asistimos a los beneficios que ha traído la Ley_de Puertos, a los 
arranques y avances que ha tenido la política portuaria -cosa que no vamos a cuestionar en este momento-, 
pero entendemos que no todo se ve con el mismo cristal con que se mira. Entendemos que la transformación 
portuaria tiene aspectos positivos, pero también negativos. 


También queremos decir que en su momento, cuando se habló de la ley portuaria, nosotros mencionamos 
algunos problemas que traería para los trabajadores y luego se cumplieron, como la desregulación del 
mercado portuario, el bajo índice de los salarios de las pandillas, la desprotección que generaba eso en el 
trabajo informal en el puerto, el trabajo en negro, etcétera. Todo lo que hoy se cumple y que se está reflejando 
en los Consejos de Salarios fue dicho por nosotros cuando se trató la Ley de Puertos. 


En lo que tiene que ver con la terminal de contenedores, el sindicato portuario gastó muchísimo dinero; 
hipotecó hasta su propia casa para enfrentar una privatización que nosotros entendíamos, por lo menos, no 
conveniente. En ese momento, dijimos que esta empresa no iba a traer los movimientos que se decía, que no 
iba a hacer las inversiones que prometía en el puerto y que el Estado iba a seguir gastando dinero en una 
función que estaba cumpliendo y que podía cumplir mejor. 


Pasados el cuarto y el quinto año de la concesión, las obras proyectadas son de muy escaso valor. No son - 
habría que hacer un estudio concienzudo- las que TCP dice que se hicieron. Nosotros, los trabajadores 
portuarios, sabemos que hacer un galpón es de escasa monta y que traer maquinarias es necesario para 
cualquier trabajador. No se puede llamar inversión a tener una computadora en el despacho de un Diputado. 
Por lo tanto, en materia portuaria no se puede llamar inversión a traer una máquina para mover contenedores, 
porque si no la tenemos no podemos operar. Entonces, no le podemos llamar grandes inversiones a esto. TCP 
no ha traído esas inversiones. Tampoco ha traído los movimientos. No podemos -y nadie puede- comprobar 
que el crecimiento portuario sea fruto de esta concesión. No hay un crecimiento portuario fruto de que una 
empresa trajo líneas nuevas al puerto. Hay un movimiento interno y un crecimiento natural del puerto, en que 
-se puede ver en las gráficas- las crisis económicas y los movimientos del país tienen mucho que ver. 


En cuanto a la distribución, creo que estamos en los topes proyectados anteriormente a la concesión de la 
terminal de contenedores. Entonces, en materia de movimientos tampoco tenemos los que ellos nos 
prometían. 


En materia de gastos del Estado, también tenemos que denunciar -queremos hacerlo frente al Parlamento- lo 
que nos parece una grave irregularidad, o, por lo menos, incompetencia por parte de las autoridades que 
precedieron a este Directorio y también a este Directorio, si le cabe, por las decisiones que no toma. Todos 
recordarán la polémica que se generó en la ANP en torno al capital integrado que tenía que hacer al momento 
de integrarse a la sociedad con el 20% del paquete accionario. En aquel momento, la ANP tenía que invertir 
US$ 1:200.000 de capital integrado y el decreto establecía que lo iba a hacer mediante la entrega de 
maquinaria para el movimiento de contenedores. El decreto determinaba que la empresa debía aceptar esto y 
no podía cuestionar el monto de esta entrega; lo dice expresamente. Por algo, acertadamente, las autoridades 
del momento pusieron esto en el decreto. Todos sabíamos en el ambiente portuario que la maquinaria no 


cubría US$ 1:200.000. Lo sabía TCP, lo sabía el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el ingeniero 
Lucio Cáceres, lo sabía el Directorio, lo sabía el sindicato y lo sabía cualquiera que mirara la maquinaria. 
También es cierto que esta maquinaria, que quedó arrumbada durante un año hasta que TCP se dignara a 
aceptarla, se fue deteriorando hasta el momento en que se evaluó. En 2002, cuando TCP decide aceptar esa 
maquinaria, hace la primera violación y por eso nosotros hacemos esta denuncia por incapacidad del 
Directorio del momento. Hace una reserva, pone en duda en ese momento de aceptación del valor de esa 
maquinaria y lo deja establecido. Si uno ve ese decreto, en ese momento la ANP tenía que decir que se 
retiren, porque en el decreto está que ellos no tenían que aceptar, pero no se le dijo nada. Se invocó un 
decreto de conciliación y de arbitraje, todo el mundo entendió cuando se leyó que esos arbitrajes se 
planteaban sobre los problemas que se iban a suscitar cuando esta empresa entrara, no sobre el mismo 
decreto. Por lo menos así lo entendemos nosotros, capaz que nos estamos equivocando, porque no somos 
juristas. Simplemente esto es lo que lee un ciudadano común y el sindicato pretende ser eso. Pero no se hizo 
nada, se convocó a ese Tribunal y este Directorio, el año pasado, se encuentra con que no se podía cuestionar 
por la empresa, no se podía revalorizar y este Tribunal dice que lo evaluado del capital integrado por esas 
máquinas eran US$ 438.000. 


Por lo tanto, el Directorio actual, con un juicio ya establecido, con un dictamen sobre la mesa tuvo que pagar, 
y la ANP, todos los trabajadores, todos los ciudadanos debimos pagarle a TCP US$ 761.000 más, a lo que se 
agregan US$ 231.000 de intereses. El año pasado la ANP perdió -digámoslo así, por no decir otras cosas-, de 
los US$ 17:000.000 originales que dio la TCP -dicho sea de paso, esto es cuestionado por toda la sociedad 
porque nunca aparecieron en las escuelas que se dijo que se iban a volcar; algunas cuentas dicen que por ahí 
hay algunas escuelas, aunque nosotros lo ponemos en duda-, por lo menos US$ 1:000.000 se lo devolvimos 
el año pasado, por una mala gestión de la Administración anterior. 


Y advertimos sobre esto, porque también nos cuestionamos este maltrato que se hace del Estado, de la plata 
de todos y de la situación de los trabajadores en su conjunto. Las empresas se dan el lujo de reclamarnos 
cuanto se les antoja. Pues hoy existe incumplimiento y parece ser que no tenemos derecho a reclamarle nada 
a esta empresa. Sabemos -pedimos que se le pregunte a la ANP- que hay algunos reclamos, por ejemplo, por 
inundaciones de la playa de la terminal de contenedores. No nos extrañemos que todo esto redunde en juicios 
contra la ANP. Sabemos que hay algún reclamo porque un barco, en una virada, tocó fondo, y no fue grave, 
pero como ustedes saben y se desprende del decreto, la ANP debe garantizar los diez metros para el 
movimiento de los barcos, y ya está siendo cuestionado porque un barco, en lo que va de la gestión, tocó 
fondo. No fue nada grave. Pero inmediatamente la empresa cuestionó a la ANP, presentó nota, y no sabemos 
qué pasó pero no nos extrañemos que dentro de poco nos estén haciendo un juicio porque un barco quedó 
encallado. 


Lo más gracioso de todo esto es que en esas versiones extraoficiales -en las que pedimos que el Parlamento, 
que tiene más poder que nosotros, incursione-, parece que todo esto de que no se pueden hacer los 
movimientos y no se pueden llevar a cabo las inversiones es culpa de la ANP, del Estado, que no ha cuidado - 
según versiones de TCP- el negocio que tan brillantemente le brindamos. 


No quiero seguir. Lo que queremos que quede claro es la preocupación que tiene el sindicato por una mala 
gestión de la propia Administración Nacional de Puertos de una empresa. No estamos cuestionando hoy el 
tema del derecho público y del derecho privado porque esto ya fue laudado, pero entendemos que si esta 
empresa no cumple en 2007, los trabajadores tenemos muchas dudas de que sí lo haga en 2008. No sabemos 
cuál es el marco jurídico que se le va a dar a todo esto, y lo más grave: presentimos que dentro de uno o dos 
años esta empresa pueda estar vendiendo, pueda estar retirándose o bien el Estado le pueda estar reclamando 
-como le compete- la entrega del muro por no llegar a los movimientos que tiene que llegar y nuestros 
trabajadores, los de TCP, se vean en la calle, y los trabajadores de la Administración en su conjunto - 
MONTECONA, ANP, etcétera- nos veamos perjudicados, junto con el país, porque el negocio portuario no 
se lleve adelante. 


Entonces, yo pregunto: ¿cuáles son los daños que esta empresa, por incumplimiento, le está haciendo hoy al 
Estado? 


Muchas gracias. 


SEÑOR BOTANA.- Quería realizar tres preguntas. 


La primera es en qué medida este retraso en las obras está perjudicando el movimiento portuario. 


Segundo: ¿en qué medida el retraso en las obras implica mayores costos operativos y, con eso, dificultades de 
competencia en el mercado de servicios portuarios? Tenemos noticia de algunos costos por encima de los de 
la región, al menos en algunos rubros. 


En tercer lugar, queremos preguntar lo siguiente. Cuando el SUANP dice que la ANP no ha cuidado el 
negocio, ¿se refiere a que no ha contabilizado los movimientos? Además, quería saber qué es un movimiento 
de contenedores, si es cada contenedor que se mueve o un conjunto de contenedores. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Hay algunos temas que por supuesto son discutibles. Por lo menos en 
Paysandú, el dinero de la subasta de la Terminal de Contenedores se ha visto reflejado en las escuelas; 
no sé lo que sucedió en el resto del país, habrá que averiguarlo. 


¿Qué ha hecho el sindicato? Vemos que se ha movido. Queremos saber qué ha hecho la ANP -la 
Administración anterior y esta- ante los reclamos que me imagino que habrán hecho, si ustedes se han 
movido ante autoridades nacionales anteriores y actuales por este tema, y cuántas veces han estado en esta 
Comisión -soy nuevo en ella- para plantear las irregularidades que denuncian. Uno como legislador escucha 
al sindicato, pero luego tendrá que escuchar a la Administración Nacional de Puertos -si es que el resto de los 
compañeros están de acuerdo-, realizando preguntas que van a surgir de las dudas que ustedes tienen; y 
también habrá que conocer el punto de vista de la propia empresa. Lo digo porque si esas dudas son ciertas, 
es muy peligroso el futuro que le espera -según ustedes dicen- al puerto y, sobre todo, a los trabajadores. 


SEÑOR URES.- Ante la pregunta efectuada por el señor Diputado acerca de en qué medida perjudica 
la actividad portuaria el retraso de estas obras, para nosotros, los incumplimientos llevan 
fundamentalmente a la no credibilidad de la actividad portuaria. Es decir: los compromisos asumidos 
por esta empresa, como bien lo explicaba el compañero, fueron a través de una subasta en la que no 
estuvimos de acuerdo. ¿Por qué se generó una subasta? Porque acá hubo responsabilidades 
administrativas y políticas que vieron que en las licitaciones planteadas en el TOCAF había cantidad 
de irregularidades. Y contestando también la pregunta que hacía el Representante por Paysandú, 
ustedes saben que aquí hubo hasta coimas de US$ 2:000.000, que se dieron en los años 1998 y 1999, a 
través de llamados a licitaciones en la Administración Nacional de Puertos. Por lo tanto, esas 
licitaciones siempre quedaron truncas. 


A su vez, las Administraciones que gerenciaron antiguamente el puerto sacaron de los presupuestos de la 
Administración Nacional todos los implementos que enriquecían y que iban a dar la posibilidad de que la 
terminal de contenedores fuera mucho más eficiente. La única posibilidad de que no fuera eficiente era 
cortarle la adquisición de la nueva grúa pórtico que estaba dentro de los presupuestos de la Administración 
Nacional de Puertos, y esa fue una decisión política más que económica. Porque en ese momento la ANP, a 
través de los conflictos que había en los puertos de Santos y de Río Grande, en Brasil, tuvo un crecimiento de 
contenedores superior a los que se estaban dando; y lo marcan las estadísticas, no el sindicato. Si ustedes se 
fijan en la gráfica correspondiente a los años 1997, 1998 y 1999 van a ver el crecimiento sustantivo que tuvo 
la Administración Nacional de Puertos. Y ello es tan así, que no fue por problemas económicos, porque la 
ANP en esos momentos dilapidó entre US$ 8:000.000 y US$ 10:000.000 en cosas superfluas que nosotros 
denunciamos oportunamente. Ese es el primer punto. 


En segundo término, voy a responder mezclando un poco los temas planteados en las preguntas, porque 
entiendo que está todo relacionado. Nosotros veníamos en forma permanente, y se creó una Comisión 
Investigadora a la que asistíamos permanentemente y que por supuesto no tuvo la resonancia esperada. El 
Juez Balcaldi tuvo nuestro caso durante mucho tiempo, pero lamentablemente quedó archivado un legajo de 
muchas hojas en un Juzgado -no recuerdo el número- por una serie de denuncias de irregularidades que 
comprometían a la ANP. Lo mismo pasó con los nuevos remolcadores de la ANP entregados a una 
cooperativa que duró menos de un año, donde se fundieron 38 trabajadores, que después fueron absorbidos 
por el sistema privado. Para nosotros esa fue otra pérdida importante para el Estado. 


SEÑOR BOTANA.- Cuando pregunto en qué medida el retraso perjudica a la actividad portuaria, me 
dirijo más específicamente a si existe algún tipo de actividad que no se pueda desarrollar en el puerto, 


en la medida en que no existan las obras comprometidas; si hay algún tipo de buques que no pueden 
venir o algún tipo de cargas y descargas que no se pueden efectuar. 


SEÑOR SUÁREZ.- La pregunta que hace el señor legislador no tiene una respuesta inmediata. Lo que 
podemos decir es qué se entiende por el negocio portuario y qué es lo que estamos vendiendo como 
país. 


Los puertos tienen un mercado cautivo, que es el de las importaciones y exportaciones de un país, y eso, por 
más que le pongamos el cariño que le pongamos en el puerto, depende de la actividad económica del país. 
Uruguay y la ANP han apostado a que el puerto de Montevideo sea un puerto de distribución. Eso podrá ser 
cuestionado; no por nosotros, pero sabemos que por ahí ha habido cuestionamientos. Nosotros creemos que 
el Puerto de Montevideo debe ser un puerto de distribución si es que quiere crecer y fomentar el trabajo en el 
país. Podemos decir que coincidimos con el sector político en la orientación del puerto. 


Ahora: para crecer, necesitamos algunas cosas en el puerto que, lamentablemente, ya no podemos decir - 
como antes- que son naturales en el Uruguay; me refiero fundamentalmente a los dragados y a los muelles 
para los nuevos barcos que se proyecta tener. Actualmente, sería un tema de investigación más profunda si 
hay barcos que están dejando de venir o no. Ahí sí se empezaría a cuestionar toda la política portuaria: 
¿cuándo es conveniente hacer una obra o no? Lo cierto es que la ANP ha lanzado algunos procesos de 
dragados que tienden a profundizar los canales de acceso para los muelles que se van a hacer. A nuestro 
entender, no vamos a poder ser un puerto de distribución regional si no contamos a corto plazo con los 
dragados -por eso el interés del sindicato y de la Administración para hacer esos dragados- y los muelles de 
aguas profundas. Como decía al principio, hay dos muelles proyectados, y cualquiera de los dos 
incumplimientos estará dañando esas proyecciones. No podemos decir que hoy puntualmente algún barco 
deje de venir, eso habría que preguntarlo a las compañías. Pero si negamos eso, estaríamos cuestionando la 
política portuaria que se ha trazado desde la Ley de Puertos para acá, que tiende a la distribución regional. 


El legislador preguntaba si hay costos o sobrecostos operativos. Hoy por hoy, no podemos decir que una 
carga se encarezca porque tengamos o no el muelle de aguas profundas; los barcos que vienen atracan y 
trabajan. Podríamos estar hablando de la necesidad de las inversiones en nuevas maquinarias para favorecer 
esos movimientos. Vamos a decir que esto no es atribuible a una empresa pública o privada, sino a la 
comunidad portuaria. El Puerto de Montevideo vende internacionalmente algunas cuestiones, entre ellas, la 
política de puerto libre, así como la eficiencia y la rapidez de nuestros servicios. En comparación de costos - 
no tengo todos los datos- creo que estos son favorables en torno a la región. La diferencia en Montevideo se 
hace por la eficiencia de los movimientos, por la responsabilidad de la comunidad portuaria en tener un 
puerto limpio, sin grandes conflictos, donde garantizamos la llegada de la carga. Creo que todas las partes, 
sindicato incluido, hemos aprendido a lo largo del tiempo que este es nuestro negocio y lo debemos cuidar, lo 
cual no quiere decir que no tengamos conflictos ni problemas. Sí avizoramos que si no se hacen las 
extensiones y no se cuenta con las máquinas para el crecimiento, está a ojos vista que vamos a tener una 
redundancia de costos. 


SEÑOR URES.- La pregunta que hace el legislador me parece interesante. Nosotros estamos haciendo 
una investigación. Las rebajas portuarias son muy solicitadas por los operadores portuarios y creemos 
que si van en beneficio del país, el Estado debe propiciarlas. No coincidimos con la facturación que 
aportan dichas operadoras portuarias. Todo esto lo estamos investigando, porque no crean que es fácil 
llegar a la confección de la factura. Los ítemes de ellas son todos diferenciados. Cada empresa acumula 
ítemes que después llegan al consumidor final con un resultado equis. No sabemos en cuánto está 
actualmente el costo de un contenedor llevado desde el muro a la casa, pero entendemos que todos los 
beneficios que ha dado el Estado -no solamente la Administración Nacional de Puertos-, que son 
importantes y necesarios para el país, luego no se ven reflejados en el consumidor final. Vamos a decir 
por qué. Acá hay un "pool" de empresas que, lamentablemente, si el Estado y la ANP no las controlan, 
aunque pongan diferentes ítemes, el consumidor final siempre sigue pagando la misma tarifa. 


Quiere decir que la libre competencia o el libre mercado no existe. Esa es una preocupación que debemos 
tener en cuenta para que, en definitiva, haya una verdadera competencia, de modo que los operadores se 
protejan cuando la ANP, a conciencia y de acuerdo con sus facultades, hace que el operador exista y sea el 
trasmisor de ese beneficio para la población. 


SEÑOR SUÁREZ.- El señor Diputado Doti Genta, de Paysandú -el puerto de Paysandú pasa a manos 
de la ANP, así que nos vamos a encontrar más seguido-, preguntaba si nosotros habíamos avanzado en 
estas denuncias. Lo que está manifestando aquí el sindicato es una preocupación, pero no tenemos la 
intención de pedir la cabeza de nadie. Decimos claramente que si estas obras no se hacen, nos tendrán 
de vuelta en 2008. En ese caso, deberemos medir el papel de cada uno de los actores, inclusive del 
Poder Legislativo. 


El sindicato portuario ha cuestionado la política de concesión del puerto de Montevideo. Siempre dijimos que 
el puerto, a través de la historia, fue privado y público, que nunca hubo ni habrá un puerto estatal. Por lo 
tanto, siempre se habla mal cuando se dice que se privatiza un puerto. El puerto vive con las empresas 
privadas, que son las que traen los contenedores, los mueven, los ponen o los sacan. Podemos hablar de 
muchas cosas en el puerto y de muchas proyecciones, pero si mañana Maersk se va del puerto, los números 
no le cierran a nadie. Esa es una realidad. Entonces, el puerto es un conjunto de actividades, es una 
comunidad conformada por los operadores privados, los operadores públicos y los trabajadores. 


Desde el punto de vista de los trabajadores, nosotros decimos que se hizo un mal negocio, pero no estamos 
cuestionando lo demás. Nosotros enfrentamos lo que para nosotros fue un mal negocio, porque entendíamos 
en su momento que la terminal de contenedores podía seguir siendo gestionada por la ANP, haciéndose las 
inversiones necesarias y garantizando la libre competencia y la libre concurrencia. Nos parecía que eso era 
más eficiente. Tal vez, si se hubiera hecho así, en vez de volcar durante los presupuestos pasados 

US$ 10:000.000 a Rentas Generales, habríamos tenido un muelle de aguas profundas y dos grúas pórtico y 
hoy no tendríamos estos problemas; Maersk estaría trabajando y las empresas privadas también. 


Nosotros decimos que no vemos los resultados que planteaban quienes promovieron el remate de la terminal 
de contenedores. Eso estamos cuestionando, no la gestión portuaria. Hoy estamos preocupados -créanme- 
porque estas empresas no se vayan. Parece paradojal, pero estamos preocupados porque allí tenemos 
trabajadores, porque queremos que el puerto siga adelante y que al negocio portuario le vaya bien. Eso es lo 
que nos preocupa y por lo que estamos advirtiendo. 


¿Cuántas veces hemos venido al Parlamento por estos temas? Los legisladores más antiguos nos conocen 
desde hace años; muchos siguen como legisladores y nosotros como dirigentes sindicales. Inclusive tuvimos 
polémicas públicas, pero no hacen al hecho. 


El compañero Llanes nos explicará qué es un movimiento de contenedores, porque es trabajador de la TCP y 
lo puede hacer mejor que nadie. 


SEÑOR LLANES.- El movimiento de contenedores es el mismo en TCP que en cualquier parte del 
puerto. En términos sencillos, el movimiento de contenedores es el movimiento de una caja, las veces 
que se mueve descargando o cargando un barco. Hoy tenemos unos 250.000 contenedores en todo el 
puerto de Montevideo. Más allá de las proyecciones, el crecimiento es de entre un 10% y un 12% 
anual. Muy difícilmente las proyecciones muy abultadas den como para cumplirse. 


En cuanto a si el retraso de las obras o inversiones está perjudicando o no la operativa portuaria, aparte de lo 
que es el dragado y toda la infraestructura, hay algo que actualmente es fundamental: hoy la empresa TCP no 
puede atender barcos Post Panamax, que son los barcos que hoy están haciendo los recorridos de Europa y 
que se podrían captar. Esa sería una de las cosas por las que nosotros decimos que el retraso es perjudicial. Si 
juntamos el hecho de que no podemos atender el tipo de barcos que hoy están haciendo las ciudades de 
contenedores para hacer el tránsito de esos contenedores a los distintos puntos del mundo, no podemos captar 
esas ciudades de contenedores porque no tenemos las grúas, los dragados ni los muros, advertimos que 
estamos atrasados varios años con la infraestructura portuaria. 


SEÑOR URES.- Los barcos Post Panamax son aquellos que traen arriba de cinco mil o seis mil 
contenedores, y los que están viniendo al puerto de Montevideo traen cantidades menores. El negocio 
del armador es producir barcos que puedan traer cada vez más contenedores, de manera de bajar así 
sus costos. 


SEÑOR BOTANA.- Me gustaría que me contestaran específicamente la última pregunta que hice. 
Quiero saber si cuando dijeron que la ANP no cuidaba el negocio estaban queriendo decir que no 
contabilizaba los movimientos. 


SEÑOR SUÁREZ.- No estábamos diciendo eso sino que, como empresa, vendemos un producto: 
muelles profundos, buenos dragados y eficiencia. No cuidamos el negocio, entonces, desde ese punto de 
vista. 


Agrego un aspecto -se puede discutir- y es que para el sindicato no están claros los movimientos en TCP, más 
allá de que el Estado tiene dos Directores dentro del Directorio de la terminal Cuenca del Plata. Nosotros nos 
sorprendemos al ver, reiteradamente, los balances en cero, cosa que nos llegamos a comprender. Desde ese 
punto de vista, el sindicato no tiene ni ha tenido la información para analizar esta situación, pero nos llama 
poderosamente la atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero destacar la importancia que tiene la visita de este 
gremio del puerto y también la noticia de que se están por unificar los diferentes sindicatos del puerto, 
lo cual, a los efectos de la Cámara de Diputados y de los conocimientos que debemos tener en esta 
Comisión, se hace mucho más importante. También tiene importancia desde el punto de vista del papel 
de fiscales que les toca a los gremios y asociaciones civiles en estas cuestiones. Por eso digo que me 
parecen muy importantes los nuevos datos y cuestiones que se documentan en la Cámara. En realidad, 
estamos frente a una situación de incumplimientos que es grave. 


Si bien es cierto que no se tendrían pruebas exactas de que no se va a cumplir en 2007, en que estaba 
planteada, la extensión del muro, es casi seguro que así sea. Este es un problema legal que nos pone frente a 
una situación distorsionada y que nos plantea la necesidad de charlar sobre este tema con la Administración 
Nacional de Puertos. 


De todos modos, debemos encontrar una política que nos permita tener una visión global de todo esto; 
deberíamos tener una estrategia de política portuaria, que es lo que nos podría guiar, aunque sabemos que no 
es sencillo, en un mundo en permanente movimiento. Además, hay un protagonismo brutal de parte de las 
empresas que entregan la mercadería en estos países. Esto nos somete, en mi opinión, a una situación en la 
que estamos mal parados. No es posible que en la gestión -que, además, pertenece a todos los uruguayos- no 
haya un fuerte posicionamiento del Estado. Esto está establecido en la ley de puertos; me refiero a la 
liberalización. Parecen gestiones muy exitosas, pero en la medida en que no podemos controlarlas, no lo son 
tanto, y la prueba la tenemos con la TCP. Se habla de la competencia, del libre mercado y del juego de la 
oferta y la demanda pero, si no hay un control del Estado, el beneficio se pierde. 


En cuanto a TCP ¿cómo no vamos a conocer los datos si tenemos el 20% de participación? En los contratos 
por los que se otorga por treinta años a TCP la terminal de contenedores figura que el Estado debe tener un 
20%. Por esa razón, deberíamos contar con toda la información; en algún momento sería importante charlar 
con las autoridades de la ANP. 


Por tanto, tenemos problemas con esta empresa. También hay perspectivas acerca de la preparación de un 
muelle, lo que sería una contrapartida o una competencia, regularizando la situación o contrapesando el 
funcionamiento de TCP porque aparecería otra posibilidad con el muelle C. Nosotros tenemos preparada una 
salida y nos va a importar mucho visitar el puerto de Montevideo para ubicarnos correctamente frente a las 
posibilidades. 


Otra cosa que me llama la atención es que si el acuerdo era por menos muro, me parece que no está mal que 
sea más extenso. Estuve presente en el Hotel Radisson cuando se hizo el lanzamiento y creo que en estas 
cosas hay que estar, duela a quien duela. Al poco rato tuvimos que trasladarnos rápidamente hacia la Escuela 
Naval, donde había una charla muy importante del señor Presidente del Centro de Navegación. Me llamó la 
atención la mayor extensión y la mayor difusión del tema. Estamos hablando de que nosotros podemos alojar 
en nuestros puertos los barcos Post Panamax. La duda es que no sé si podremos tener los dieciséis metros de 
dragado que demanda ese tipo de embarcaciones. En la trilogía dragado, puerto y grúa está la clave del 
problema. 


Además, tenemos la cuestión de las famosas grúas pórtico; sabemos que hay una de TCP, y que se van a traer 
dos, aunque serían usadas. También hay una discusión en cuanto a cuáles sirven más, porque parecería que 
esas usadas no serían tan malas. De todos modos, no se cumpliría con lo que se planteó. 


En el muelle C vamos a precisar grúas pórtico. No recuerdo -habría que leer el pliego- qué pasa con la grúa 
del puerto de Montevideo. ¿Esa nunca volvería? 


SEÑOR URES.- Durante los treinta años, no. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una serie de cuestiones puntuales y de cuidado. 


Por otra parte, me gustaría saber qué cantidad de gente está trabajando en TCP y si se cumple con los 
consejos de salarios. ¿Ha cambiado aquella piratería que había en el puerto de Montevideo cuando se liberó y 
entró en vigencia esta ley, dejando a los trabajadores bastante desamparados? 


¿Cómo estaría planteado el plan para el muelle C? Quiero comunicar que tengo proyectado hacer un 
seminario próximamente, y voy a consultar al respecto con los compañeros y compañeras que integran la 
Comisión; pienso que hay que someterlo a la opinión de diversos protagonistas, porque el puerto es 
fundamental. Si este va a ser un puerto de distribución, habría que ver qué pasa con el interior, cómo nos 
vinculamos y cómo utilizamos las vías navegables. Es una espera que se va extendiendo y que se va haciendo 
de hecho. No es lo mismo que se haga de hecho si nosotros tenemos una política clara sobre los barcos que 
van a trabajar en nuestros ríos interiores para distribuir la carga. Hablo de una política de puertos clara para 
todos: el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, la Administración Nacional de Puertos y los trabajadores. 


Me gustaría hablar sobre el capital integrado porque allí radica otro aspecto puntual bastante embromado. 
¿Qué pasa con los más de US$ 700.000 que debemos a TCP? También hay un tema de equilibrios. En algún 
momento charlé al respecto y se nos dijo que el peligro de que se vayan o no es parte del drama que estamos 
viviendo. En el marco de formas y de soluciones que tenemos en la ley de puertos y en los acuerdos con TCP, 
me gustaría saber cómo estamos parados y cuáles son las cinturas que podemos tener. Estoy de acuerdo con 
que los trabajadores defiendan las fuentes de trabajo, pero sé que ustedes van mucho más allá, que están 
apuntando a una política. Por lo tanto, esta es una especie de pedido para que ustedes también observen esta 
situación en el puerto de Montevideo. 


Por último, quiero referirme a la competencia que se está dando. No quiero citar a las empresas por sus 
nombres porque merecen su respeto los movimientos de las grandes empresas de contenedores que están 
funcionando. Y sabemos que hay una guerra muy fuerte en ese sentido que también puede incidir. Si no 
somos inteligentes en este libre mercado donde van y vienen y no los podemos ordenar, podríamos ser 
víctimas de esto, principalmente teniendo en cuenta los movimientos que se están dando para el puerto de 
Buenos Aires y todas las dificultades que tenemos para mantener un dragado claro y el tema del paso del 
Canal Mitre y del Canal Martín García. 


SEÑOR SUÁREZ.- Voy a tratar de ser lo más breve posible, aunque los temas son muy amplios. 


Antes que nada quiero decir que nos alegramos muchísimo de la iniciativa, por parte del parlamentario, de 
hacer un seminario en torno a este tema. Si se nos invita, desde ya les decimos que participaremos con 
muchísimo gusto. 


Es por todos conocido que el sindicato portuario no es un sindicato que se haya quedado esperando que el 
movimiento portuario crezca. Hemos hecho aportes. La Comisión de Transporte del Período anterior conoce 
documentos que aportamos y que hemos presentado públicamente. Hemos hecho varios seminarios, entre 
ellos, dos en esta Casa con todos los actores políticos, muchos de los cuales hoy están en cargos de dirección 
en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y en la ANP. En esas instancias, el sindicato propuso 
lineamientos hacia un sistema nacional de puertos. Seguimos trabajando en eso y hemos reclamado, tanto al 
Ministerio como a la Administración, la necesidad de extender este debate a la sociedad en su conjunto 


Ures, que es más especialista que yo en el tema de los ríos, contestará lo relativo a estos y a la necesidad de 
incursionar en esa área, y tanto Fontes como Llanes se referirán a los Consejos de Salarios y los puestos de 


trabajo, puntos importantes en el puerto actual. 


Queremos dejar claro que TCP, por suerte -de ahí nuestra defensa en el sentido de que queremos que algunas 
empresas trabajen-, es una empresa que cumple, que permite determinadas negociaciones. Eso hace a la 
buena relación. Estamos en un momento de construcción, de cambios en materia portuaria y de Consejo de 
Salarios, pero sobre eso hablarán mis compañeros. 


Yo quiero referirme a la pregunta sobre capital integrado que hacía el señor Diputado Domínguez. A TCP no 
le debemos nada; ya le pagamos. Le pagamos US$ 1:000.000 el año pasado. Esta Administración pagó los 
US$ 7000.000 más los intereses generados. Nosotros, en su momento, cuestionamos al Directorio. 
Lamentablemente, no tuvimos toda la información sobre cómo se venía procesando eso. Hay algo que no 
entendimos porque, desde nuestro punto de vista, estaba a texto expreso y también estaba en la buena fe de 
los actores del momento, entre los que estábamos nosotros, y sabíamos lo que se decía por esa época. La 
ANP puso esa maquinaria a disposición, que era suya, era con la que trabajábamos hasta ese momento y, por 
cierto, no había quejas graves; teníamos la grúa que teníamos y en los presupuestos de la Administración 
figuraba la compra de una grúa, pero nunca se concretó. En el Decreto N* 137 se decía que el capital era 
integrado de esta forma y era aceptado con anterioridad. Todos los actores sabíamos cómo íbamos a integrar 
ese capital. Por lo tanto, no hay sorpresas en este sentido; lo dice el propio Decreto. ¿Por qué se puso en el 
Decreto, entonces? ¿Por qué a alguien se le ocurrió decir que no le podían reclamar nada de eso? Porque ya 
se preveía esto. Pues la ANP pagó. Nosotros decimos: "Pagó porque hubo -ahí sí- una mala administración". 
No debió pagar la ANP o, por lo menos, no debió hacerlo pasivamente. En el momento que se le hizo entrega 
de la maquinaria y la empresa la cuestionó en su valor, se debió haber invocado este Decreto N* 137 y 
decirle: "Bueno, espere un poquito. No cumple con los requisitos del Decreto N* 137". Pasado el tiempo la 
ANP convocó a una conciliación, para nosotros por un artículo que no estaba hecho para ese fin; no estaba 
para revisar el contrato sino para los posibles conflictos que se sucedieran. En base a esta convocatoria es que 
se da la posibilidad a la empresa que haga el reclamo y gane luego. Este Directorio pagó. 


Nosotros no hemos visto -capaz que nos equivocamos- una sola investigación sobre eso. No hemos visto un 
solo análisis sobre quién es el culpable, quién fue el jurista que dijo que esto debía ser así. ¿Por qué perdimos 
US$ 1:000.000? ¿Por qué pagamos el año pasado US$ 1:000.000? No hemos visto ninguna investigación 
sobre los Gerentes de la época o los abogados que llevaron a hacer esto. Esa es nuestra extrañeza. 


El otro tema al que me voy a referir es al de las competencias. Es cierto, el puerto de Montevideo está en 
competencia y lo nuestro apunta a competir. Creo que tenemos ventajas, aunque no es el momento de 
discutirlas. En comparación con Buenos Aires estamos mejor posicionados. Tenemos algunos problemas de 
dragado que son los que, con buen criterio, está encarando la Administración, lo que los trabajadores 
apoyamos y promovemos y entre todos estamos tratando de hacer el mayor esfuerzo en ese sentido. Nuestra 
competencia es, mayormente, con el puerto de Río Grande. Esa competencia está dada, precisamente, en base 
a las profundidades y a este problema. Si no tenemos dragados ni canales podremos competir con Buenos 
Aires en igualdad de condiciones, lo que va a depender del dragado, pero no vamos a tener ninguna 
posibilidad si los Post Panamax no entran al puerto de Montevideo, y para eso se requieren las obras que 
tanto decimos que se deben hacer. Por lo tanto, creemos que ahí hay un problema que se nos va a generar en 
el futuro y que es necesario discutir. 


También nos consta que la ANP ha iniciado algunos procesos. Esto es una evaluación que tendrá que hacer el 


sector político. Para nosotros las Administraciones anteriores incurrieron en errores graves porque no se 
analizó la política económica en su conjunto. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Cuándo se pagó el US$ 1:000.000? 
SEÑOR URES.- En el 2005. 
SEÑOR SUÁREZ.- En el correr de 2005. El estado contable de la ANP ya lo da por pagado. 


Lo que quiero decir es que, para nosotros, hubo una política equivocada en materia de ANP. Hemos discutido 
esto en todos los ambientes. ¿Cuál es el problema? Habrá una justificación en el sentido de que el país 
atravesó una crisis o no, pero lo cierto es que la ANP tuvo una política de no inversión. Si nos remitimos al 
estado, veremos que la ANP en reiterados presupuestos ha vertido cuantiosos fondos al Estado. Desde el 


punto de vista de los trabajadores podríamos decir que eso ha sido provechoso porque hemos tenido mejores 
productividades. Si a uno le entra y no gasta, eso redunda en su beneficio. Los presupuestos anteriores de la 
ANP demuestran que reiteradamente no invirtió en infraestructura ni en maquinaria ni en su papel 
fundamental establecido en la Ley de Puertos, que es el de fomentar el desarrollo portuario. 


Creo que con acierto este Directorio y este Ministerio se han puesto a trabajar en estos temas. 
Lamentablemente, uno no tiene todas las cartas y ha visto que lo que parecía que se hacía en tal fecha o en tal 
otra no era tan sencillo de concretar y hoy empezamos a ver las dificultades. Creo que los Directorios 
anteriores hicieron muchos anuncios sin sustento y sin ver ningún movimiento. Hoy se han lanzado algunos 
procesos. Creo que es voluntad de la Administración en su conjunto hacerlo con la mayor celeridad posible. 
Se están acortando los plazos. De ahí que haya un proceso establecido, claramente con sus responsables en la 
ANP sobre el llamado y la construcción del muelle C. Es un tema mucho más vasto, pero las proyecciones 
son terminarlo. No tengo los datos, pero creo que la idea es terminarlo en 2010; no tomen ese dato como 
firme. En esa materia se está avanzando muchísimo. 


SEÑOR FONTES.- Brevemente quería referirme a algo que de lo contrario va a quedar en el aire. Si 
no fuera porque ustedes ya están interiorizados de muchas cosas que estamos hablando, para el que 
escucha desprevenido, parecería que nos estamos dedicando al marketing, al comercio internacional y 
a la construcción de barcos Post Panamax y superpetroleros, y no es eso. Tal vez la semilla de todo esto 
es que los trabajadores portuarios hemos recibido un golpe profundo, una herida que no cierra a 
partir de la ley de puertos, tal vez desde antes, con el comienzo del neoliberalismo que se empezó a 
aplicar en toda la esfera terrestre, pero que tal vez ha recaído sobre países como los nuestros, donde 
empezamos a ver los efectos. Pero, evidentemente, la ley de puertos marcó un mojón importantísimo en 
cuanto a los trabajadores. Esto lo vemos reflejado en la merma de la cantidad de trabajadores en la 
ANP, pero también entre los trabajadores privados, con la incorporación de nuevos métodos de manejo 
de las cargas. Creo que eso fue determinante y que trajo consecuencias sociales muy importantes para 
países como los nuestros, que en gran parte dependen de su desarrollo costero y portuario. Entonces, 
nosotros vemos con preocupación que esto no cambia, y que en la ANP, de cuatro mil quinientos 
trabajadores con que contábamos en el año 1992, hoy apenas llegamos a ochocientos, con grandes 
carencias, con un promedio de edad avanzado y con imposibilidad de desarrollar ciertas actividades 
que deberían estar en la órbita de la ANP. 


Fuera de la órbita estatal, en lo que se refiere a la actividad privada, advertimos que los puestos de trabajo 
han mermado sustancialmente a partir de 1992, con imposibilidad de contabilizar correctamente, pero 
sabemos que son varios miles los que han bajado. Se ha resaltado la figura del trabajador eventual para las 
empresas privadas, que utilizan profundamente este sistema. También lo utilizan en forma perversa, porque 
se aprovecha de esta situación para el trabajo no declarado, es decir que no hay aportes a la seguridad social, 
cosa que nos parece muy importante y que hemos denunciado permanentemente. Hoy contamos con el 
ámbito de los Consejos de Salarios para hacer estos reclamos, pero está pendiente una etapa de condiciones 
de trabajo en las cuales todavía no se ha trabajado. Aquí pensamos encarar profundamente el tema del trabajo 
en negro y de las condiciones de seguridad y salud ocupacional, que también nos preocupan mucho. Estas 
son las razones por las que nos vemos embarcados en conocer contabilidad, marketing, relaciones 
internacionales y por las cuales nos preocupamos de que una empresa comercial de punta -no dejamos de 
considerar tampoco eso-, en lo que se refiere a los trabajadores, tenga condiciones de trabajo y 
remuneraciones de nivel relativamente aceptable. Nos preocupa que su no desarrollo esté frenando el resto de 
la actividad portuaria. 


Me parece muy acertada la opinión del señor Presidente de la Comisión en cuanto a que el trabajo en el 
puerto de Montevideo también se ve reflejado en el trabajo de los puertos litoraleños. Pensamos en un 
sistema nacional de puertos, de modo que estos no compitan entre sí sino que sean complementarios. Una de 
las cosas que nos preocupa es que se puso como bandera y como escudo representativo de nuestra actividad 
portuaria a una empresa a la que se dio todo el brillo y el empuje pero que no está cumpliendo. Cuando en la 
escuela, un niño que es un estudiante irregular saca una nota baja, lo vemos como algo bastante natural, pero 
cuando el que pensamos que es el primero de la clase está incumpliendo con algunas actividades y 
compromisos contraídos, nos preocupa mucho más. Creemos que si esta empresa, que debería ser simbólica 
para nuestro puerto, no se desarrolla correctamente y está evadiendo algunos compromisos, está 
comprometiendo el resto de la actividad portuaria y, por ende, toda la actividad de los trabajadores 
portuarios. 


SEÑOR LLANES.- La primera pregunta del Diputado refería a cuánta gente está ocupando hoy TCP. 
El promedio de trabajadores que hay en la terminal es de ciento cuarenta o de ciento cincuenta 
trabajadores y entre un 30% y un 40% de ellos son eventuales, dependiendo de la movilización de 
carga o del trabajo que haya que hacer en operativa. 


Con respecto a los Consejos de Salarios -es como decía el compañero Fones-, cumple, está bien posicionada 
en el espectro portuario. 


Me gustaría ir un poquito más allá del Consejo de Salarios en general, porque es una de las cosas que afecta 
la actividad portuaria en sí y el negocio portuario, porque en los últimos veinte años nos hemos encontrado 
con una desregulación total del trabajo, con un informalismo que hoy se nos hace imposible de soportar. 


Un compañero decía que estimamos que perdimos muchas fuentes de trabajo. El "estimamos" es porque no 
podemos contabilizar a la gente que trabaja en el circuito informal. Consideramos que esos compañeros que 
están trabajando en el circuito informal son una cantidad muy significativa, por más que no la podemos 
contabilizar en el momento. Nuestros jornaleros, la gente que no es estable, los eventuales, ni siquiera tienen 
los servicios mínimos del trabajador, como puede ser DISSE. Ni hablar de lo que es el profesionalismo, 
porque en el sistema de eventualidad no existe el profesional, porque es el que más molesta al patrón. El que 
sabe trabajar es el que exige cómo se debe hacer, porque conoce cómo se debe hacer cada movimiento. 
Entonces, sirve más ir al boliche, conseguir una persona y decirle que nos haga cierto trabajo. Eso hoy es 
legal en el puerto. Para nosotros ese es un problema mayúsculo, porque consideramos que en la 
profesionalidad que va el negocio portuario, la seguridad del trabajador, del trabajo y también de la 
mercadería. 


Si bien no es un tema específico de esta Comisión, quería plantear esta realidad. 


En cuanto al tema de la navegabilidad, como sindicato, en el sistema nacional de puertos tenemos varios 
proyectos. Hemos asistido a que nuevamente se diera a la Administración Nacional de Puertos la 
administración del puerto de Paysandú y también el de Salto, como me acotan. En el sistema nacional de 
puertos la Administración Nacional de Puertos, es decir, el Estado, tiene que hacer proyectos e invertir. 
Tenemos que hacer unidades de negocios sustentables para que ese puerto sea viable. Cuando fuimos allá 
encontramos interés en rescatar el puerto de Paysandú, mientras que a Salto todavía no hemos ido. Tenemos, 
por lo tanto, toda esa parte del litoral que es muy beneficiosa para este negocio portuario. 


Estamos convencidos de que el cabotaje será una de las funciones fundamentales a impulsar dentro del 
sistema nacional de puertos y creemos que es sustentable. Las carreteras ya están atiborradas de camiones y 
no se va a poder transitar libremente porque hay que sacar la madera, que es un emprendimiento al que está 
jugado Uruguay, de lo cual somos conscientes. Hay que implementar el sistema multimodal con el ferrocarril, 
que en otras épocas estuvo diseñado para eso, y el cabotaje nos parece sustentable. 


La Administración Nacional de Puertos tiene que cubrir una serie de rubros. Tiene que llegar a negociaciones 
en profundidad; hoy tenemos una gran dificultad con Argentina, pero debemos mejorar esa situación. 
Entendemos que esto va a revitalizar todo el litoral. El sindicato está trabajando en algunos proyectos para 
Nueva Palmira, para lo cual nos ha invitado la Administración Nacional de Puertos, de manera de lograr una 
mayor eficiencia. Nosotros nos estamos consustanciando con esos proyectos y existe la posibilidad de 
conseguir terrenos fiscales para agrandar el puerto de Nueva Palmira, que es una obra que debemos hacer. Ya 
está proyectada la prolongación del muelle de Nueva Palmira y ya está consolidado el proyecto por el 
arquitecto. También está prevista la prolongación en el puerto de Fray Bentos, donde ya hay ingenieros 
trabajando. Hay emprendimientos privados que están actuando en el departamento de Río Negro. Nosotros 
tenemos que lograr que el puerto de Fray Bentos saque mercadería de esos emprendimientos privados. Ellos 
han hecho puertos, pero en definitiva no se pueden llevar toda la riqueza del país: en la medida en que el 
Estado va a invertir US$ 5:000.000 en ese puerto, nosotros tenemos que tratar de atar a Botnia o a quien sea 
para que no solamente saquen la celulosa por su puerto, sino que también presten atención al puerto de Fray 
Bentos. Nosotros ahí tenemos una comunidad portuaria que lo necesita y no puede ser que estas empresas 
que hoy o mañana se van, nos exploten, y lo digo en el buen sentido de la palabra. Que hagan sus inversiones 
pero no se trata de que con los puertos libres que se generan se lleven toda la riqueza. 


En cuanto a la navegabilidad del río Uruguay, la Administración Nacional de Puertos está abocada a la 
compra de una nueva dragadora. Tiene que seguir haciendo inversiones y nosotros debemos apostar muy 
fuertemente a dragar todo el río Uruguay. Por otra parte, queremos decir que tenemos dos Directores que son 
de la Administración anterior, porque tienen un contrato por cinco años, que caduca en el mes de mayo. Me 
estoy refiriendo a TCP, al doctor Moller y al señor Lara. A través de la subasta y de una serie de 
reglamentaciones que se aprobaron en el Parlamento, la ANP disminuyó sus Directores de cinco a tres, pero a 
su vez se crearon dos nuevos cargos de Directores en TCP. Ellos actuaron solo durante tres meses y después 
fueron expulsados del consorcio. Eso lo deben saber todos los parlamentarios. A nosotros nos preocupa ese 
hecho. Fueron expulsados y no pueden ingresar a TCP, está vedada su posibilidad de reunirse en TCP. 
Reciben información de TCP, pero como Directores no tienen facultad alguna para estar allí. 


Por lo tanto, caduca ahora su contrato y nosotros vamos a exigir fuertemente que los nuevos Directores que 
nombre la Administración Nacional de Puertos o el Poder Ejecutivo asuman sus cargos e ingresen a las 
discusiones de ese emprendimiento, porque nosotros somos el 20% de ese capital accionario. Por lo tanto, 
como accionistas nosotros tenemos derecho -porque estaba dentro del contrato- a estar representados en ese 
consorcio. 


SEÑOR ESPINOSA.- Más que preguntas, quiero hacer algunas reflexiones. 


Admito en voz alta que, por momentos, me ha costado seguir el hilo a la exposición, que agradezco porque 
ha sido muy extensa, muy técnica y muy profunda, pero donde uno percibe ciertas contradicciones de 
sentimientos entre las evaluaciones que hace el sindicato acerca de lo que es un puerto nacionalizado o un 
puerto concesionado. En ese sentido, hay pequeñas cositas que me quedaron colgadas. Se hace una 
valoración muy importante del régimen de concesión por su eficiencia, porque ha mejorado la competencia, 
pero por otro lado aparece ese espíritu sentimental -lo digo respetuosamente- en torno a un puerto manejado 
por el Estado, más allá de que la realidad golpea. Parecería que el famoso neoliberalismo hubiera introducido 
cosas negativas, pero de sus propias expresiones surge que hay resultados muy positivos. A uno se le generan 
por tanto confusiones 


Queda como pregunta latente saber si el sindicato prefiere un puerto con participación de privados o que sea 
exclusivamente del Estado. 


Por otro lado, cuando se manejaron cifras relativas a la cantidad de funcionarios -de 4.000 pasaron a 800- 
escuché que algunos de ellos fueron absorbidos por las empresas. Aparentemente, el manejo de las empresas 
en relación con los funcionarios también es bueno. Creo que la preocupación redunda en definitiva en una 
demora. Me queda la duda de saber si hoy esa demora perjudica la competitividad. ¿Podríamos estar 
muchísimo mejor? Río Grande y Buenos Aires, ¿tienen las condiciones que implica el tratamiento con 
Cuenca del Plata? 


Tampoco me queda para nada en claro la situación de los dos Directores que se acaba de exponer 
recientemente. 


En definitiva, voy a tener que releer varias veces la versión taquigráfica para tomar mejor el pulso a la 
cuestión. 


Reitero mi agradecimiento porque la exposición ha sido muy extensa, con muchos puntos. Quiero felicitar al 
señor Presidente por su propuesta porque quienes somos de Canelones no conocemos en profundidad este 
tema, pero hemos pasado permanentemente por lo accesos y hemos visto la transformación. Muchas veces 
podríamos tener opiniones algo contradictorias, pero ese será un tema para analizar en el futuro. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero mocionar en el sentido de encomendar a dos integrantes de la Comisión la 
verificación de las importantes denuncias hechas por el sindicato portuario en la mañana de hoy, que 
se extienden desde incumplimientos en el contrato en materia de obras, grúas y muelle; la investigación 
acerca del resarcimiento por la falta en el aporte que hizo el Gobierno, menor al estipulado, a través de 
la valoración de las maquinarias; la investigación sobre los resultados de los balances, de las 
condiciones de salud ocupacional y de trabajo en negro, y el hecho de que esos dos Directores de TCP 
no puedan ingresar a trabajar. También queremos informarnos acerca de los reclamos que la empresa 
ha venido haciendo por inundaciones o por falta de profundidad en el dragado. Esas, amén de otras 


que pueda haber por allí, son cuestiones que la Comisión debe investigar, porque más allá de compartir 
o no aspectos filosóficos -en algunas estamos de acuerdo y otras no las compartimos; no comparto 
imponer a Botnia determinado tipo de acción, en todo caso podríamos pensar en algún tipo de 
compensación social- y del tema de las ideas, hay problemas de contrato. 


SEÑOR URES.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR BOTANA.- Acá hay temas de leyes que son los que a esta Comisión corresponde investigar. 
Debemos investigar la regularidad de las acciones, de los hechos. No debemos confundirnos en 
cuestiones de pensamiento que, indudablemente, lo tenemos diverso entre los integrantes de la 
Comisión, los integrantes de la Comisión con el sindicato y en el sindicato también. En ese sentido, 
juego libre. 


La propuesta es concretamente esa: que dos integrantes de esta Comisión investiguen el tema. 


SEÑOR SUÁREZ.- No voy a entrar en una polémica porque me parece que este no es el lugar ni el 
momento; creo que toda la sociedad uruguaya es rica en este tipo de debates, y es bueno que se den. Sí 
tengo claro a dónde vengo y con quién estoy hablando: estoy hablando con la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes. Nosotros no venimos aquí a 
plantear una denuncia, sino a traer una situación que para nosotros es grave y que no llegamos a 
comprender. Venimos como quien viene al órgano superior; que así se entienda. El Parlamento -más en 
la situación política que vive el país- es el que tiene que controlar en cierta forma la gestión del Estado. 


Yo presupongo que cuando hablo de estos temas, estoy hablando con gente avezada o por lo menos 
conocedora de estos temas. 


Los sindicatos tenemos posiciones, cambiamos direcciones -por suerte-, cambian los directorios de las 
empresas, de los partidos y también cambian los legisladores. Por lo tanto, no puede haber un hilo conductor 
que nos lleve a todos a pensar de la misma forma; vamos haciendo escuela a medida que van pasando los 
años. Este sindicato expuso desde el arranque cuál era el problema por el que venía y, después, el devenir de 
los temas entreveró las cuestiones. Nosotros trajimos una preocupación concreta y que se recoge plenamente 
en lo que dice el legislador. Estamos dispuestos a debatir los demás temas con el legislador cuando quiera, 
porque ese intercambio es bueno. Nosotros tampoco entendemos por qué el legislador no entiende algunos 
temas. 


Nada más que eso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración, especialmente al señor Diputado Botana. 


Todo lo que se debate en la Comisión tiene los mecanismos propios de la Cámara. Está cantado que aquí 
tenemos que hacer pedidos de informes, que realizar un llamado a una Comisión Investigadora si es del caso 
e, indudablemente, invitar a las autoridades de la ANP y de TCP. No sé si habría posibilidad de pedir a los 
sindicatos portuarios que vengan a la Comisión para analizar el tema del trabajo en negro. Digo esto porque 
quienes están sometidos a esa situación no tienen organicidad y no sabemos a quién recurrir. También 
podríamos hacer una reunión conjunta con la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. Esos serían los 
caminos y son las potestades que tenemos nosotros. Me llama mucho la atención el tema y me parece un 
grave error la expulsión de los dos delegados de la TCP. Yo pensé que por lo menos uno iba a las reuniones. 
Inclusive, me los presentaron en una reunión y todavía formaban parte del Directorio de la TCP; esto fue en 
el período anterior. 


SEÑOR BOTANA.- El Presidente conoce las dificultades que tenemos a veces en demoras de los 
organismos en dar respuesta a los pedidos de informes. Creo que estos tema más vale que no se enfríen, 
en la medida en que a partir de hoy están en nuestra memoria, pero siempre van entrando cosas 
nuevas, temas importantes en el país. Lo importante sería hacerlo con la mayor celeridad. Dejo en 
manos del Presidente que decida cuál es el mejor mecanismo. Querría que pudiéramos contar a la 


brevedad con la información que nos permitiera verificar si estas denuncias o afirmaciones son ciertas 
y si existen razones valederas para que se hayan producido. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Estoy de acuerdo con la proposición del señor Diputado Botana, pero 
también entiendo cuáles son los mecanismos internos que tenemos nosotros para hacer pedidos de 
informes de manera individual, una Comisión Investigadora o un pedido de informes de la Comisión. 
Después de releer la versión taquigráfica y en base a las denuncias o, como decía el señor Suárez, 
teniendo en cuenta los elementos aportados, sería bueno elevar un cuestionario a la Administración 
Nacional de Puertos sobre esas presuntas irregularidades, porque no podemos afirmar que son tales. 
Independientemente, creo que hay que invitar a la ANP y a la TCP para que expongan sus puntos de 
vista. 


Por otra parte, los dos delegados nombrados por el Poder Ejecutivo, que representan a la Administración 
Nacional de Puertos en el Directorio de la TCP, ¿cómo es que fueron expulsados? 


SEÑOR URES.- Por desavenencias en el momento en que estos Directores pretendían hacer controles 
en la TCP que no eran de recibo para la empresa. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿La ANP tomó alguna decisión al respecto? 
SEÑOR URES.- Les dio una oficina en el 5” piso. 

SEÑOR DOTI GENTA.- ¿La actual Administración? 

SEÑOR URES.- No, la anterior, porque eso se produce en 2002. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Qué ha hecho esta Administración al respecto? 


SEÑOR URES.- Tengo entendido que se va a concretar la situación cuando termine el contrato, 
durante este mes. Se hicieron los contratos hace cinco años, y la ANP ya ha pedido al Poder Ejecutivo 
la venia para designar dos representantes, pero no los puede sacar antes porque si no, abarcaría los 
juicios de esos funcionarios. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Le voy a pedir una aclaración. 


Quiere decir que, a pesar de que según me dice, estos dos Directores fueron expulsados por la TCP cuando 
quisieron realizar determinados controles, esta Administración no lo tuvo en cuenta. Deja que muera el 
contrato para nombrar otros. Quiere decir que no tuvo en cuenta si fueron expulsados bien o mal; deja que 
estén en el quinto piso. 


SEÑOR URES.- Es que se trata de un hecho consumado. 


El paquete accionario de la TCP se corresponde con un conjunto de Directores. Ellos resuelven por mayoría; 
expulsan por mayoría. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Y la Administración Nacional de Puertos no puede hacer nada al respecto? 
SEÑOR URES.- Eso es lo que denunciamos nosotros. 


El contrato que hizo la Administración Nacional de Puertos en el año 2001 para sacar adelante esta subasta 
está plagado de condiciones técnicas o jurídicas demasiado irresponsables. Esa es una denuncia que hacemos. 


SEÑOR SUÁREZ.- Debemos partir de una base: nosotros no podemos decir si estuvo bien o mal. 


Lo que nosotros decimos es que eso no está y que la ANP se ha quedado sin el mecanismo para realizar esos 
controles. Entiendo que esta Administración, que el Directorio de la ANP, ha encarado una negociación con 
la empresa, como corresponde a este Directorio o al anterior. Nosotros creemos que se echó a los Directores 
cuando se produjo la negociación por el capital integrado, pero no podemos decirlo a ciencia cierta. Lo cierto 
es que no nos consta que este Directorio, conformado por la TCP y la ANP, esté actuando en la gestión de la 
empresa. 


Tampoco nos consta -lo decíamos hoy- que si el Directorio y los Directores, no de la ANP sino del Poder 
Ejecutivo, estuvieran actuando, tal vez serían ellos los que tendrían que estar hablando de estos 
incumplimientos. Vamos a entendernos: permítasenos la duda sobre cómo están actuando estos Directores. 


SEÑOR ESPINOSA.- Estamos en una Comisión parlamentaria de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas. Quizás se hayan interpretado mal nuestras palabras en cuanto a los aspectos 
filosóficos, pero no fueron introducidos por nosotros. Se habló de una concepción en su momento y de 
esos perjuicios que, a mi humilde entender, se contraponían con las virtudes que ofrecía otro sistema, 
pero reitero que no es la discusión filosófica lo que corresponde. Aquí estamos en la Comisión de 
Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas. Sabemos dónde y cómo dar los debates. 


Quiero expresar, para que quede constancia en la versión taquigráfica, que comparto totalmente la exposición 
del señor Diputado Botana, porque aquí se han hecho denuncias importantes y hasta se ha hablado de coimas. 
Entonces, conociendo las limitantes que tenemos como delegados de sector, vamos a acompañar la propuesta 
que ha formulado el señor Diputado Botana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el señor Diputado Botana proponía que la Presidencia actúe en este 
tema, estaríamos citando para el miércoles 7 a la ANP y a la TCP, porque el martes tenemos otra 
actividad. O sea que en un día tendríamos una visión sobre el tema y quizás los invitaríamos luego a 
ustedes o les enviaríamos el resultado que surja de todo esto. 


Agradecemos la presencia de los representantes de SUANP. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


